STJSL-S.J. – S.D. Nº 099/18.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de mayo de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO – Llamado a integrar el Dr. JAVIER SOLANO AYALA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “DEFENSORA DE MENORES EN REPRESENTACIÓN DE MENOR: ZALAZAR, MARÍA ROSA – SOLICITA INVESTIGACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN – IURIX Nº PEX 70486/9, y su acumulado RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD EN AUTOS: DEFENSORA DE MENORES EN REPRESENTACIÓN DEL MENOR: ZALAZAR, MARÍA ROSA – SOLICITA INVESTIGACIÓN – RECURSO DE QUEJA” – IURIX PEX N° 108443/11.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión por el Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por el Fiscal de Cámara?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) En caso de respuesta afirmativa a la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

V) ¿Cuál sobre costas?

VI) ¿Es procedente el Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto por el Fiscal de Cámara?

VII) En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

VIII) ¿Cuál sobre costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que conforme luce a foja 1069, el Fiscal de Cámara N° 2, de la Segunda Circunscripción Judicial, Dr. Rubén Ángel Alonso, interpuso recurso de casación en contra de la sentencia integrada por el veredicto N° QUINCE, dictado el 08/08/2011, cuya pieza obra a fs. 1041/1042 vta., y los fundamentos del mismo dados en fecha 17/08/2011, obrantes a fs. 1046/1068, por medio del cual la Cámara del Crimen N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, en lo esencial, se resolvió: 
a) Absolver de culpa y cargo a Roberto Alfredo Trapasso, como autor del delito de “abuso sexual con acceso carnal agravado por resultar la muerte de la víctima (arts. 119 primer y tercer párrafo y 124 del código penal).
b) Declarar a María Luisa Zalazar, autora penalmente responsable del delito de homicidio culposo (arts. 84 y 45 del código penal) y, en consecuencia, condenarla a sufrir la pena de tres años de prisión; pena que quedó purgada por el tiempo que llevaba la condenada en prisión preventiva.
Los fundamentos recursivos fueron incorporados a fs. 1071/1090 vta., en los cuales el recurrente expresó tres agravios, a saber: a) Que la Cámara haya rechazado en las cuestiones preliminares, la participación del Ministerio Pupilar como parte necesaria en el proceso, que había sido solicitado por Fiscalía de Cámara.
b) Que la Cámara haya aplicado una figura penal distinta y menos gravosa a la imputada María Luisa Zalazar, cuando se probó debidamente que la imputada fue autora del delito por el que la acusó la Agente Fiscal, y que sostuvo también Fiscalía de Cámara (abandono de persona agravado por el vínculo, arts. 106 y 107 del código penal).

c) Que la Cámara haya sobreseído al coimputado, Roberto Alfredo Trapasso, cuando los elementos probatorios reunidos establecieron que el mismo fue el autor del delito de abuso sexual agravado con acceso carnal, previsto en el art. 119, 3° párrafo y 4° párrafo inc. f) del código penal, en el carácter de autor, con convivencia preexistente, tal como fue la adecuación de la acusación por la fiscalía de cámara al momento de alegar. 
Con relación al primer agravio dijo, que el tribunal al negar la participación del Ministerio Pupilar impetrada, lo hizo fundado en que: a) La muerte de la menor hacía cesar la representación del Ministerio Pupilar; y b) Que la resolución dictada en el proceso denegando la participación, estaba consentida.
En contrapunto negó que se hubiese consentido la mentada resolución, a causa de que Fiscalía de Cámara nunca fue notificada de tal denegatoria, y porque sólo se puede consentir una nulidad relativa, que no es el caso. Agregó que procesalmente la oportunidad para plantear la participación del Ministerio Pupilar, es en la parte preliminar del debate oral, como lo establece el art. 335 del C.P. Crim.
De otra parte precisó, que cuando se corrió traslado a la defensa, ésta no opuso reparo alguno a la participación solicitada.

Dijo que la representación pedida, negada por el tribunal, era de fundamental importancia por cuanto uno de los acusados era precisamente la madre de la víctima, quien ejercía la patria potestad, por lo que la defensora de menores era la única que podía representar los derechos de la víctima.
En cuanto al otro fundamento en el que se basó la negativa, expresó que la muerte de la menor, de ninguna manera podía hacer cesar la representación promiscua del Ministerio porque el “debido proceso”, el “principio de legalidad” y la “igualdad de las partes”, se conservan aún después de la muerte (sic).
Invocó normativa internacional de jerarquía constitucional y citó jurisprudencia, a la zaga de lo cual pidió, se declare la nulidad del debate oral, y se ordene la celebración de un nuevo juicio, para que la menor tenga un proceso judicial válido, con doble representación.
En cuanto al segundo agravio, dijo que la Cámara para cambiar la figura legal prevista en los arts. 106 y 107 del código penal, se refirió concretamente a la ausencia del ánimo doloso en el sujeto activo, que se traduce en el “acabado conocimiento de que la acción de abandonar, desamparar o desproteger, conducirá ineludiblemente a la muerte de la víctima”.
En respuesta dijo, que según criterio de Fiscalía de Cámara, lo afirmado por el tribunal no es lo que ocurrió en el debate, y con extractos de la declaración de la imputada (María Luisa Zalazar), y de los médicos Roberto Jorge Schwartz, Analía Aguirre y Liliana Hiskin valoró como probado, que por un lado, la menor fue a consulta médica en estado desesperante, y por otro que quedó demostrado la nula colaboración de la imputada, y que intentó retirarla del hospital pese al estado de gravedad de la menor.
De ello coligió, que tales elementos no son inconsistentes sino demostrativos, de un actuar a sabiendas por parte de la imputada, pues los médicos han sido categóricos en sus declaraciones, todo lo cual constituye en esencia, el cuadro fáctico propio del dolo de la figura imputada.
Citó doctrina y jurisprudencia y solicitó, que de no prosperar la nulidad, se modifique la figura por la que fue condenada la imputada a la de “abandono de personas, agravado por el vínculo y por el resultado muerte”.

En lo que respecta al tercer agravio, dijo que se sobreseyó (en realidad se absolvió) al coimputado, Roberto Alfredo Trapasso, cuando los elementos probatorios reunidos establecieron, que el mismo fue el autor del delito de “abuso sexual agravado con acceso carnal por cualquier vía”, previsto en el art. 119, 3° párrafo y 4° párrafo, inc. f), en el carácter de autor con convivencia preexistente, según la adecuación de la acusación realizada por Fiscalía de Cámara al alegar.
En la primera parte del desarrollo del agravio expuso, que el tribunal ha compartido desde un principio, la tesis y estrategia de la defensa, que consistió en inculpar a José Damián Zalazar –menor de edad-, medio hermano de la víctima, a fin de que se declarara culpable. 
Dicha declaración de culpabilidad, a la que el tribunal le atribuye validez, ha sido analizada con falta de objetividad y de manera fragmentada, según dijo.
Precisó que la declaración de fs. 499 en la que José Zalazar se atribuye responsabilidad, al afirmar que había tenido relaciones con su hermana, no puede tomarse como una declaración espontánea; y la otra versión referida a que le solicitaron a Trapasso y a su hijo (Leonardo Trapasso) que se hicieran cargo, está probado con los mensajes de texto agregados a la causa: “…mañana temprano te paso a buscar por la casa vieja…”; “…te estuve esperando en la casa vieja que te paso ¿??...”; “…mañana voy al juzgado por los pibes y después al abogado para que me oriente…”; “Ahí está parece que José se va a hacer cargo eso me dijo mi viejo…”
Apuntó el recurrente, que los mensajes transcriptos …fueron contemporáneos en el tiempo a la retractación… (sic) y que fueron efectuados por Leonardo Trapasso, que fue el operador de su padre para el desarrollo de la tesis defensiva, según concluyó.

De otra parte, agregó que en el juicio oral, José Damián declaró, que se imputó como autor para que su madre saliera de la cárcel, ya que sufría por sus hijos, lo que a criterio del Fiscal, encuentra lógica según el actuar de las personas en esas determinadas situaciones.
Agregó que según el tribunal, José Damián en la declaración de retractación, “dejó traslucir amenazas…” El recurrente contrareplicó, afirmando que no es así, que se probó que fue amenazado.
Sobre la puntillosidad a la que alude el tribunal, acerca de la declaración de autoinculpación del menor, dijo que se debió a que fue preparado en el estudio del abogado defensor en tres oportunidades antes de declarar, tal como lo aclaró el mismo José Damián.
También afirmó, que las amenazas que habría sufrido José Damián Zalazar, se probaron con la declaración voluntaria del imputado Roberto Trapasso cuando dijo, que el Director (de la Penitenciaría donde se encontraba alojado) le hizo una seña para que no reaccionara contra José Damián.
También invocó la referencia que hizo José Damián Zalazar, a que compareció al tribunal a desdecir su autoinculpación por asistencia de una psicóloga, lo que a criterio del Fiscal de Cámara, refuerza la tesis de que fue inducido a inculparse.
Asimismo invocó un informe psiquiátrico, junta médica, de fecha 23 de noviembre de 2009, cuyas conclusiones hacen referencia al temor de José Damián, al hijo del imputado Trapasso, y también a su estado de ánimo por haberse hecho cargo de un hecho que no cometió.

En atención a lo dicho, valoró que todos estos elementos, que ocurrieron en el debate oral, no han sido analizados por el tribunal, ni tenidos en cuenta, al menos para desvirtuarlos.
Reprochó al tribunal no haber analizado la declaración del imputado, y cómo sus dichos no coincidieron con la demás prueba, como lo relativo a la impotencia sexual alegada, en contraposición de haber procreado seis meses antes del suceso. Tampoco fue valorado el haberse profugado, no bien ocurrido el hecho. Tampoco la afirmación de que sólo estaba los fines de semana en la vivienda, lo que fue desvirtuado por las testimoniales.
Precisó que no es cierto que el imputado fuera una visita en la casa, ni que solo estuviera en ella los fines de semana, porque surge de los testimonios brindados por los vecinos, que su presencia era permanente y sólo ocasionalmente viajaba. Citó al respecto los testimonios de Marta Ercilia Ortiz, y Yésica Carolina Oviedo.
Dijo que no es cierto, que el oficial Mansilla le requiriera dinero para que todo quedara en la nada, en oportunidad en que se hizo el allanamiento, según declaró Trapasso. Sostuvo esta negativa en la declaración del propio Mansilla, y de los testimonios de Margarita Ortiz, Ana María Peñaloza y Daniel Alberto Quiroga.
Que no es cierta la afirmación que hizo el encartado sobre que el autor del abuso fue José Damián Zalazar; lo que no surge a criterio de Fiscalía de Cámara acreditado en autos.
Que no es cierto, que desde hace dos meses antes que la menor muriese, no pudiera tener relaciones sexuales por su problema de diabetes, porque ha reconocido haber procreado una hija pocos meses antes, y que de las constancias de la causa, no surge esa impotencia sexual, que al ser un hecho impeditivo correspondía probarse por la defensa y no por fiscalía.
Que no es cierto, que se haya ido de la ciudad por temor a la reacción de la gente. Que se puso prófugo de la justicia, y que al contrario de lo dicho, ni su familia sabía dónde estaba y que hubo que librar orden de captura para detenerlo.
Valoró que de ordinario, quien no ha cometido un delito no huye, y, ante el peligro, busca seguridad en la policía o en la justicia, por lo que tal conducta es un indicio posterior al hecho que, según criterio de fiscalía, lo incrimina.
Dijo que los indicios no analizados por el tribunal, son de conducta previa y posterior al hecho, como así también indicios de presencia, que el imputado había negado.

Y al ser todos ellos un conjunto, sus conclusiones debieron desvirtuarse también en conjunto, no en forma fragmentada o individualmente como lo ha hecho el fallo.

Hizo reserva de ocurrir ante la Corte Suprema.

2) Que ordenado y corrido el traslado de ley, la defensa de Trapasso y Zalazar respondió a fs. 1093/1099, escrito en el que solicitó se rechace el recurso y se confirme la sentencia cuestionada, por los argumentos que expuso, que tengo presentes y doy por reproducidos en razón de brevedad.

3) Que por haberse pedido la nulidad del debate oral, por no haber tomado participación en él la Defensora de Menores, tal como lo pidió Fiscalía de Cámara, se le corrió vista a la Defensoría de Menores N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, la que fue evacuada a fs. 1120/1122 vta.
En la referida contestación, la Defensora dijo que: “…a los fines de poner claridad sobre la falta de intervención, se remite a la presentación realizada a fs. 735, en donde la suscripta pone de manifiesto que si bien las actuaciones fueron iniciadas de una denuncia de la Defensoría de Menores, en representación de la niña MARÍA ROSA ZALAZAR, luego la víctima menor de edad fallece, habiendo cesado ipso iure la representación que se ejercía sobre la misma”.
Más adelante agregó que: “…desaparecido el presupuesto fáctico de representación promiscua por fallecimiento de la joven, resulta impropio hablar de representación, ya que se ha extinguido su existencia como persona, como sujeto de derecho (…) no correspondiendo concebir la representación de un sujeto inexistente”.
Y que: “…frente a la inexistencia de un sujeto de derecho, solo cabe la intervención del Ministerio Fiscal como rama del Ministerio Público, a quien corresponde velar por la defensa del interés social en el amparo y/o protección de los derechos”.
4) Que a fs. 1127/1132vta., se pronunció el Procurador General, quien por los argumentos que expuso, a los que remito, abordó los tres agravios propuestos por el Fiscal, y, en lo esencial, dictaminó:
Sobre la nulidad por la no participación del Ministerio Pupilar, que la presentación es extemporánea, y que corresponde desestimarlo.

Sobre la condena que le cupo a Zalazar, que el recurso es procedente y que se han dejado de aplicar los artículos 106 y 107 del código penal, aplicándose de manera incorrecta, la figura de homicidio culposo.

Sobre la absolución de Trapasso, dijo, que el recurso de casación es procedente, pues Trapasso debió ser condenado por el delito de acceso carnal por resultar la muerte de la víctima (arts. 119 primer y tercer párrafo y 124 del código penal), por lo que se debe casar la sentencia e imponerle a Trapasso, el máximo de la pena prevista para el delito en cuestión. 
5) Que ante todo corresponde, evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, en atención a la notificación de la sentencia recurrida que luce a foja 1068 (19/08/2011), relacionada con la fecha de interposición del recurso de casación el 24/08/2011, conforme cargo de foja 1069 in fine, y con la fecha de fundación el 06/09/2011, según cargo de foja 1090 vta. 

Asimismo, la pieza cuestionada proviene de una Cámara de Apelación y es definitiva. Además de ello, no es exigible el depósito en los casos en que el recurso de impugnación sea articulado por los Ministerios Públicos, lo que me conduce a concluir en la admisibilidad formal del recurso.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que tal como ha sido propuesto, y por conveniencia metodológica, corresponde se aborde el agravio referido a la falta de participación durante el debate oral de la Defensora de Menores, porque de prosperar dicho embate, tal como se lo ha pedido, su posible consecuencia sería la nulidad de los actos procesales habidos, sin la participación del Ministerio Pupilar, lo que impondría retrogradar el juicio para reeditar tales actos. Consecuencia de ello también sería, que el resto de los agravios devinieran abstractos, porque la condena y la absolución vendrían a ser consecuencia de un procedimiento viciado.

Sin embargo, desde ya adelanto, que sobre el punto adhiero a lo expresado por la defensora de menores N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, que al contestar la vista corrida por el Superior Tribunal, claramente expresó, en el escrito de fs. 1120/1122 vta., que al fallecer la niña menor víctima, cesó ipso iure la representación que la Defensora de menores en particular, y el Ministerio Pupilar en general, ejercían sobre la misma, por la simple razón de que con la muerte desaparece el supuesto fáctico que origina la representación.
En efecto, el Ministerio Pupilar está concebido como un órgano que tiene por objeto la salvaguarda y protección de los menores en sus derechos, teniendo en cuenta, que por su no completo desarrollo, requieren para su mejor desenvolvimiento, hasta alcanzar la edad adulta de singular y especial protección, en orden a lograr su máximo bienestar, posible dentro de las situaciones que a cada uno le toque atravesar, y así velar por ellos, hasta que desaparezca el estado de minoridad.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo en el precedente "Maldonado", que corresponde a un incuestionable dato óntico, que los niños no tienen el mismo grado de madurez que debe suponerse y exigirse en los adultos, lo cual los coloca en una situación de vulnerabilidad, que merece especiales obligaciones de tutela (Fallos 328:4343). El "interés superior del niño" implica, que los tribunales deben considerar como criterios rectores, el resguardo del desarrollo y del ejercicio pleno de sus derechos en todos los órdenes de la vida, dispensándoles un trato diferente en función de sus condiciones especiales, para lo cual, el Estado argentino se comprometió a adoptar medidas positivas: entre otras, la de asegurar la protección contra malos tratos, en su relación con las autoridades públicas (arts. 3, 17, 19 Y 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño). CSJN, “Cejas Meliare, A. s/ Hábeas Corpus”, 05-04-2016.

El fallecimiento de la menor hace cesar la intervención de los órganos estatales, nucleados en torno al Ministerio Público. Ahora bien, existen situaciones de excepción, que por su singularidad requieren ser evaluadas en particular. Digo esto, porque también desde el Ministerio Público –la Defensora de menores N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, ver copia de interlocutorio N° 99 obrante a fs. 1118/1119- se ha insistido en la participación de defensoría en el debate oral post mortem, y en ese afán, se ha invocado el interés superior del niño. Sin embargo no se ha explicitado en qué consistiría en el caso, el mentado principio, limitándose a invocarlo. 
También es vago e inespecífico, lo dicho por el Fiscal de Cámara al fundar el agravio, cuando dijo que la muerte de la menor, de ninguna manera podía hacer cesar la representación promiscua del Ministerio, porque el “debido proceso”, el “principio de legalidad” y la “igualdad de las partes”, se conservan aún después de la muerte. 
Acaecida la muerte de la menor, la vindicta pública quedó en manos primero, del Agente Fiscal interviniente y luego de Fiscalía de Cámara, no encontrándose razón alguna, que hubiese aconsejado la participación de la Defensora de menores una vez desaparecido el sujeto de tutela, por lo que el agravio debe rechazarse.
2) En relación al agravio estructurado contra la absolución de Roberto Alfredo Trapasso, de la lectura tanto, del recurso de casación propuesto por el Fiscal de Cámara, cuanto de lo propiciado por el Procurador General en oportunidad de contestar vista, en contraste con la sentencia impugnada debo decir, que tampoco el agravio puede acogerse.
Creo que lo medular, en el análisis que nos compete es advertir, que la Cámara decidió absolver al imputado Trapasso, porque no se encontró nexo de causalidad entre la conducta del imputado y la muerte de la menor, ni que haya tenido aquel ayuntamiento carnal con ésta. 
El camarista que emitió el primer voto, expresó lo apuntado de la siguiente manera: “Lo que ha quedado demostrado durante el curso de la audiencia, a juicio de este proveyente, con el grado de convencimiento que se requiere en esta circunstancia, y luego de analizar pormenorizadamente toda la prueba receptada, es que no se ha encontrado nexo de causalidad alguno entre la conducta del imputado Trapasso y la muerte de la menor, menos aún que haya tenido una intervención directa o indirecta en el ayuntamiento carnal con aquella.” Dichos conceptos recibieron la concurrencia adhesiva del resto de los integrantes de la Cámara.
Y para apoyar el aserto, citó las testimoniales de Marta E. Olivar, Palavicini, Oviedo, Salina, Saavedra, a término de lo cual concluyó, que no surge ni un solo indicio que lleve a presumir que Trapasso tuviese algún grado de intimidad con la menor víctima, o que pudiera colocarlo en una situación de cercanía a la misma como para generar una sospecha de ser el autor del ilícito que se le atribuye. Por el contrario –afirmó- que todos los testigos son contestes en señalar al imputado, como un padre responsable de trato severo con sus hijos, a veces demasiado riguroso.
Además de ello, dio cuenta que las pericias técnicas que podrían haber aportado algún elemento de prueba serio para individualizar al autor del acceso carnal, no arrojaron ningún resultado positivo, ya sea por deficiencia en la toma de las muestras, o porque no se adoptaron los recaudos para no afectar la cadena de resguardo, tal como puede constatarse en el informe obrante a foja 484.
Más adelante y a modo recapitulativo, reforzó el concepto de falta de material probatorio, que comprometiese al imputado al reafirmar, que no hay un solo indicio probatorio que permita inferir una relación de intimidad entre Trapasso y su hijastra María Rosa, por el contrario, todos los testigos son contestes en señalar, que han visto a Trapasso más dedicado al trabajo que al trato con sus hijos, con quienes se comportaba de una manera severa, sin hacer diferencias y brindándoles toda la ayuda material necesaria en lo que se refiere a manutención y educación. Y agregó, que no se puede inferir otra conclusión a la luz de la experiencia y de un exhaustivo análisis reflexivo y racional.
Asimismo, el primer votante dio cuenta del “famoso” calzoncillo de marca “Gitano Underwear”, que fuera secuestrado por la instrucción policial en uno de los allanamientos practicados en la vivienda de los imputados, con supuestos rastros de semen en su interior, que finalmente se conoció que era propiedad de José Damián Zalazar, en virtud del reconocimiento que éste hizo, no solo ante la instrucción judicial (foja 371), sino cuando declaró en el debate oral ante el Tribunal.
Y al respecto destacó la importancia de dicha prueba, porque la prenda íntima constituyó uno de los elementos de que se valió el Juez de instrucción, para dictarle el procesamiento al imputado Trapasso, por haberle adjudicado la propiedad de dicha prenda, ignorando por aquel entonces, que el día anterior al dictado de la medida, Zalazar la había reconocida como propia.
En el voto se hizo valoración sobre la fragilidad probatoria, en base a la cual se instruyó el proceso en contra del imputado, tomando testimonios de personas, que habían sido inducidas por la instrucción policial, a declarar en determinado sentido, buscando comprometer como fuere a Trapasso, en apoyo de lo cual citó extractos del testimonio de Yésica Carolina Oviedo.
Luego explicó el “episodio de la fuga”, y dio crédito a la versión dada en la declaración durante la audiencia oral por Roberto Trapasso, explicada a partir del temor a padecer “represalias”, a causa del malestar social que el hecho había generado y el direccionamiento hacia su persona, en busca de algún culpable del acontecimiento lamentable.
El convencimiento del magistrado tuvo como elemento de convicción, la declaración de Trapasso en el juicio, lo que no nos permite mayor análisis de la cuestión, por tratarse de la convicción nacida del contacto inmediato entre el juez, el declarante y el modo de deponer lo declarado en audiencia, donde el análisis casatorio pleno encuentra su límite.
“La apreciación de la prueba testimonial es, en principio, materia reservada al juez que ha tomado directo contacto con el material probatorio y ajena, salvo absurdo, al recurso de casación penal.” (Ibarra, Luis Ariel s. Homicidio simple /// Tribunal de Casación Penal Sala I, La Plata, Buenos Aires; 24-08-2000; Rubinzal Online; RC J 1027/04, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador). 

“El valor de las pruebas no está prefijado y su asignación resulta facultad excluyente del tribunal de mérito, muy especialmente, en el caso de prueba testimonial, donde existe una inmediata relación entre el órgano de prueba y el decisor, constituyendo la fuerza convictiva del testimonio materia ajena a la inspección casatoria.” (Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Sala III, 22/04/2004, "Y.,A. s/ Recurso de casación", c. 5839, jueces: MAHIQUES (SD), Borinsky, Domínguez. www.scba.gov.ar). 

“La apreciación de la prueba testimonial para determinar el grado de credibilidad de los testigos es materia reservada a los jueces que han tomado directo contacto con el material probatorio, y ajena, salvo absurdo, al recurso de casación penal, no siendo posible por la vía casatoria invalidar las impresiones personales producidas en el ánimo del juzgador al observar la declaración de los testigos, salvo que se demuestre su contradicción con las reglas de la lógica, el sentido común, el conocimiento científico o con las que rigen el entendimiento humano.” (Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Sala I, 30/06/2005, "D.,F. s/ Recurso de casación", c. 14578, jueces: PIOMBO (SD), Sal Llargués, Natiello. www.scba.gov.ar).
El juez concluyó, que no hay, ni hubo en su momento, ningún elemento de prueba de contenido cargoso para el imputado Trapasso, como para adjudicarle desde un principio, la probable autoría del hecho, y sin embargo, con meras hipótesis incriminantes y ciertamente cuestionables, se siguió adelante con un proceso que debió haber tenido otra derivación, no privando a la Instrucción de ahondar en otras hipótesis investigativas; y finalizó asegurando que no hay la menor duda de que el hecho, motivo de la incriminación penal, con la abundante prueba sustanciada en el curso del plenario oral, ha resultado insuficiente y de una pobreza llamativa, para acreditar, con el grado de certeza requerido, tanto el hecho como su autoría. 
Así las cosas, manifestada la disconformidad del Fiscal de Cámara a través de la activación de la vía recursiva, correspondía que frente a la afirmación de la Cámara que dijo, que no encontró nexo causal entre la conducta del encartado y la muerte de la menor, que el recurrente argumentase, valiéndose de prueba suficiente para enervar la afirmación del tribunal, y demostrase objetivamente y sólidamente, que sí surge del material probatorio, el negado nexo causal, que determine la autoría del hecho en cabeza del imputado.
Debió exponer un cuadro fáctico, que contenga la modalidad del hecho, con las circunstancias de tiempo y lugar. Sin embargo los embates del Fiscal de Cámara, -en la misma línea siguió el dictamen del Procurador General- se limitaron a presentar una serie inconexa de indicios, y a apuntar supuestas contradicciones en la actuación de Trapasso, pretendiendo invalidar la sentencia, pero sin proponer una argumentación, de la que pudiere surgir la autoría del delito investigado.
2.1) Análisis de la prueba de cargo (indicios), con la que el recurrente pretende probar la autoría del delito en cabeza del encartado.

Lo primero que se debe destacar, es que el reproche a la sentencia radica en que no se han analizado un cúmulo de indicios que bien valorados, impondrían concluir en la responsabilidad penal del imputado en el delito investigado, según afirmó el Fiscal.

Se destaca lo anterior, porque deja claro, que la única prueba habida y cuya revisión se pretende, es la llamada “prueba de indicios”.
Sobre ella se ha dicho que: “…la particularidad de los indicios radica en que ninguna prueba resulta ser tan multiforme –en razón de su extrema variedad- ni puede ser interpretada de tan disímiles formas; puesto que todo hecho que guarde relación con otro que sea relevante a la investigación puede ser llamado indicio e interpretado conforme la sana crítica del juzgador. De tal característica se advierte que la misma es ampliamente opinable, puesto que no deriva de la apreciación cierta de una circunstancia concreta que directamente otorgue un conocimiento plausible y certero del suceso histórico en juzgamiento, sino que dimana de la razonada conexión entre un hecho aprehensible mediante los sentidos y otro que permanece en grado hipotético.” (LA ROSA, Mariano R. Hacia una razonable utilización de la prueba de indicios en el proceso penal, en La prueba en el proceso penal – I, Revista de Derecho Procesal Penal, 2009-1, Director DONNA, Edgardo Alberto, Rubinzal Culzoni Editores, págs. 304/305).
Además, cuando se propone sólo prueba indiciaria debemos tener presente, siguiendo al autor citado, que: “…uno de los extremos más cuestionables dentro del tema en tratamiento es la fundamentación de las decisiones judiciales sobre la base de la prueba indiciaria, puesto que constituye el medio probatorio más endeble y equívoco de entre todos aquellos que nos ofrece nuestro sistema jurídico actual y, por ende, puede dar lugar a decisiones arbitrarias…” (Ob. cit., pág. 305), pues: “…no resulta una construcción tan confiable como lo es la prueba directa de un suceso, dado que la verdad del mismo se llegará por  medio de la razón y no mediante la observación plena del hecho; ya que media entre el dato conocido y el que se quiere conocer un esfuerzo racional que va más allá de lo efectivamente comprobado…” (Ob. cit., pág. 307).
2.2) Básicamente, el Fiscal de Cámara cuestionó dos puntos generales: el primero, la valoración de la declaración inculpatoria, luego retractada, de José Damián Zalazar; y el segundo, la declaración ante la audiencia, de Roberto Trapasso, el imputado.
2.2.1) Con respecto a lo primero, el Fiscal difiere de la valoración que hizo el tribunal sobre tal declaración, pero sus ataques no tienen suficiente entidad para demostrar lo absurdo de la evaluación de la Cámara, ni siquiera, la fuerza para imponerse como mejor versión. Todo ello sin tener en cuenta, que dicha valoración no fue el principal elemento para llegar a la conclusión de absolver a Trapasso, sino que fue meritado sólo de manera complementaria por los jueces, que luego de la evaluación del material probatorio, concluyeron en la ausencia del nexo causal, a lo que adunaron complementariamente, la otra línea investigativa que no se siguió y que hubiese tenido como principal sospechoso a José Damián Zalazar.
Ello demuestra a las claras, que el ataque propuesto en este primer punto, no va contra el argumento principal que sostiene el fallo.
De otra parte debemos hacer notar, en relación a la declaración de Daniel Zalazar, en la que reconoce que hubo tenido relaciones con su hermana, luego retractada, que este hecho está probado –la declaración (fs. 499/500 vta.) y su retractación (explicada a partir de fs. 941).-
Sin embargo, el Fiscal a partir de allí, pretende deducir que la “autoinculpación” obedeció a presión de Trapasso (a través de su hijo Leonardo Trapasso) para desviar la responsabilidad de su parte, quien –según el Fiscal- habría cometido el ilícito que se investiga. 
Por lo que la retractación de Zalazar, se constituiría en indicio de que Trapasso lo obligó, mediante presión, a responsabilizarse, lo que a su vez constituiría indicio, de que Trapasso sería el autor del delito en perjuicio de María Rosa Zalazar, con lo que se pretende con un indicio probar otro, lo que no constituye un medio de prueba válido. Pues, “(s)i la existencia del hecho indiciario se nos presenta como meramente probable, tal existencia real sería para nosotros algo desconocido, teniendo (en consecuencia), sólo “un desconocido” que indica a otro desconocido (…). La comprobación del “hecho indiciario” debe lograrse con absoluta certeza y mediante pruebas directas, si no existe plena seguridad de su existencia, sería exageradamente peligroso, pretender que mediante un “hecho inferido” (la supuesta maquinación para que otro se inculpase), pueda a su vez, “inferirse” el hecho delictivo. Es decir, no es posible probar los indicios, recurriendo a otros indicios” (Ob. cit., pág. 310/311).
De este vicio adolece todo el argumento del Fiscal en el punto, porque cuando se refiere a los mensajes de textos, atribuidos a Leonardo Trapasso, pretende probar que hubo presión y maniobras, para que José Zalazar se responsabilizara (lo que no se encuentra acreditado), y, mediante eso, concluir, de manera mediata, en que Trapasso padre, sería el autor del delito investigado, porque habría presionado al menor José Zalazar para desviar el curso de la investigación.
Sin perjuicio de lo apuntado, debemos decir, que ni siquiera los hechos que apuntan a probar el hecho indiciario -que a su vez sería indicio de la conducta delictuosa- están fehacientemente acreditados, porque básicamente se recienten de anfibología, es decir que: “…si el hecho indiciario admite una explicación compatible con otro hecho distinto del indicado, o al menos no es óbice para ella, la relación entre ambos será contingente…” (ob. cit. págs. 313/314), y la consecuencia, será que no permitirá basar en él, la sentencia condenatoria.
De los mensajes de texto indicados por el Fiscal, el único que se puede relacionar más directamente con la maniobra denunciada, es el que dice “Ahí está parece que José se va a hacer cargo eso me dijo mi viejo…” Sin embargo, un texto de tal tenor puede interpretarse también, como quién siendo responsable no lo ha declarado, decide finalmente hacerlo, y no necesariamente a responsabilizarse por algo que no se ha hecho; y menos, que ello sea el resultado de presión de un tercero para eludir acusaciones. De allí la anfibología.
Además de ello, se encuentra contradicción en el argumento del Fiscal, quien al decir que José Damián en el debate oral, se imputó como autor del hecho “…por su madre para que esta saliera de la cárcel ya que sufría por sus hijos…” valoró que “…tal argumento tiene consistencia porque hace a la lógica de cómo actúan las personas en determinadas situaciones…”, y continuó el Fiscal “…por este hecho familiar se desmembró una familia y JOSÉ DAMIÁN tenía la posibilidad de repararlo por un costo mínimo… al ser menor de edad…” (ver  fs. 1082 vta. y 1083). 
En consecuencia, es el mismo Fiscal quien demuestra la anfibología del pretendido indicio pues, o José Damián declaró bajo presión para eximir a Trapasso de la responsabilidad penal, o lo hizo para que su madre saliera de la cárcel ya que sufría por sus hijos, tal como dijo el Fiscal.
La contradicción estriba, en reconocer lógica a la “autoinculpación”, para que la madre saliese de la cárcel y dejase de sufrir por sus hijos, y por otro lado, ver en la referida declaración, la presión de Trapasso para desligarse de la línea investigativa que lo tenía como imputado. Recordemos que la anfibología consiste, en que el hecho indiciario admita otra explicación distinta a la versión incriminatoria. Aquí “la otra versión” explicativa la proporciona el mismo recurrente, y reconoce, además, la logicidad de la misma.
En relación al mismo hecho, y continuando con la versión “incriminatoria” el Fiscal agregó, que según el Tribunal, José Damián en la declaración de retractación “dejó traslucir amenazas…”, a lo que contrareplicó afirmando que no es así, que se probó que José Damián fue amenazado.

Y más adelante dijo, que tales amenazas se probaron con la declaración voluntaria del imputado Roberto Trapasso, cuando éste dijo que el Director (de la Penitenciaría donde se encontraba alojado), le hizo una seña para que no reaccionara contra José Damián.

Para poder apreciar lo dicho por el Fiscal, procederé a transcribir la parte pertinente de la declaración de Trapasso. En la transcripción tomaré la parte que la Cámara transcribió al fundar la sentencia (foja 1052 y vta.), y que, si bien con alguna modificación menor de redacción, encuentra su correlato en la transcripción de la declaración, que Trapasso hizo en el debate y que se documentó en el acta de debate (ver a partir de foja 905 vta.). 
Trapasso dijo: “Cuando José vino al penal y me dice con textuales palabras, que había tenido relaciones con la hermana, pero que tenía miedo, yo le iba a pegar y le iba romper hasta el último hueso, pero me levanté y me fui afuera, ella se quedó tomando mate con mi señora, con un café, llorando los dos y después se fueron a la galería, y se quedaron hablando y yo no me acerqué, quedé afuera solo fumando en el patio, yo no lo puedo entender, ya le digo yo por la violación de mi hija no me arrodillo ante Dios, si usted me dice que fui mal padre, porque fui recto, ogro porque exigí, que las cosas caminaran así, todo lo que usted quiera se lo voy a aceptar, pero por eso no me tengo que arrodillar me tengo que arrastrar ante Dios, pero por la violación de mi hija, no, creo que no tengo más nada que decir espero que se aclare.”
De tal declaración, no se puede aceptar que se infiera que Trapasso amenazó a José Damián Zalazar para que éste asumiera la responsabilidad por el ilícito; al contrario, el sólo texto manifiesta, de conformidad con lo declarado por Trapasso en la audiencia oral, la indignación de éste cuando José Zalazar le dijo que había tenido relaciones con la hermana. Aquí ni siquiera hay anfibología, sino que no se ha hecho una correcta interpretación de lo dicho. Por lo que tal circunstancia, no constituye prueba indiciaria de nada.
El recurrente, también invocó la referencia que hizo José Damián Zalazar, a que compareció al tribunal a desdecir su autoinculpación por asistencia de una psicóloga, lo que a criterio del Fiscal de Cámara, refuerza la tesis de que fue inducido a inculparse.

No necesariamente, sino eventualmente podría conducirnos a esa conclusión, pues un profesional de psicología, en cualquier caso, aconsejaría que alguien que hubiese asumido una responsabilidad delictual que no tiene, se desdiga, haya sido presionado o no, para aquello. Nuevamente la anfibología, contingencia y por lo tanto endeblez, en la presentación de la prueba indiciaria.
Lejos estamos de la univocidad requerida, para que los indicios presentados conformen prueba de cargo suficiente, para responsabilizar a quien fuera imputado, y hoy cuenta con una sentencia absolutoria.
El Tribunal Superior de Córdoba, ha dicho en relación a la fuerza e idoneidad probatoria de los indicios que: “Como la fuerza probatoria del indicio reside en el grado de la relación que revela entre un hecho conocido (el indiciario), debidamente acreditado y otro desconocido (el indicado) cuya existencia se pretende demostrar, será menester que el primero no pueda sino ligarse al segundo. Es lo que se llama “univocidad” del indicio. Por el contrario, si el hecho indiciario admite una explicación compatible con otro hecho, además del indicado, la relación entre ambos será contingente. Es lo que se llama “indicio anfibológico”. Sólo el indicio unívoco podrá producir certeza, mientras que el anfibológico, tornará meramente probable el hecho indicado y no permitirá basar en él la sentencia condenatoria”. (Citado por Gabriel E. Pérez Barberá, en La prueba por indicios según los distintos sistemas de enjuiciamiento penal. Su repercusión en la casación por agravio formal, en Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal, N° 4 y 5, Edit. Ad-Hoc, p. 406).
Y el Superior Tribunal de Chubut, dijo que: “Si los elementos de juicio de los que dispone el sentenciante para elucidar la participación de los imputados en el hecho son de valor indiciario, ello no constituye "per se" óbice alguno a la posibilidad de alcanzar la certeza, toda vez que hoy en día ya no se discute que los indicios tengan tal aptitud con la condición de que sean unívocos y no anfibológicos...” (M., A. G. y otros s. Privación ilegal de la libertad en concurso real con vejaciones y omisión de denunciar /// Superior Tribunal de Justicia, Chubut; 27-10-2009; Jurisprudencia de Chubut (Eureka); RC J 3991/13).
2.2.2) Con respecto a lo segundo, nos encontramos que se ataca la valoración que hizo, -o la que dejó de hacer según Fiscalía- la Cámara del Crimen, en relación a la declaración del imputado.
Tampoco la crítica es conducente. Obsérvese, que el recurrente critica la afirmación del imputado, de que a causa de la diabetes padecía impotencia sexual –por lo que no podría haber cometido el delito enrostrado-, y le reprocha no haber probado dicha afirmación; y a más de ello, trae a colación, que poco tiempo antes había podido procrear.
Atacar así, es no haber advertido que dicho elemento no ha sido considerado en la sentencia para fallar como se falló. Tampoco es conducente en lo esencial, pretender demostrar que Trapasso se apartó de la verdad al decir, que el policía Mansilla le pidió dinero para que la causa no prosperase.  
Los indicios propuestos no son tales, sino que no pasan de ser meras sospechas, y aquellos que pueden considerarse indicios, no son unívocos sino anfibológicos, por lo que lucen muy endebles.
Así, la jurisprudencia ha dicho que: “el plexo probatorio de cargo no debe erigirse en un mero enlistado de datos indiciarios sin otro aditamento que los confirme unívocamente. Ello en virtud que a la prueba indiciaria es siempre necesaria convalidarla, restringirla o descartarla con elementos directos de prueba o de convicción que posean mayor propiedad ya que cuando se guía la labor investigativa con la mera suma de incertezas o indicios equívocos, el resultante no puede ser nunca otra cosa que una incerteza de mayor envergadura. Por lo expuesto, en autos corresponde confirmar el sobreseimiento del imputado en razón que los planteos impugnativos de los recurrentes (Ministerio Publico Fiscal y Particular Damnificado) giran en torno a tres datos indiciarios -"indicio de motilidad o de móvil", "indicio de sospecha" e "indicio de oportunidad"- que carecen de fuerza convictiva para lograr la apertura de la etapa plenaria” (Ramón, Julián Ezequiel s. Recurso de casación interpuesto por el fiscal general - Ramón, Julián Ezequiel s. Recurso de casación interpuesto por el particular damnificado /// Tribunal de Casación Penal Sala I, La Plata, Buenos Aires; 06-08-2014; Rubinzal Online; RC J 6379/14).-
De otra parte, cuestionar los móviles de determinados actos, sin que la propuesta argumental tenga nervadura, no hace apta la propuesta recursiva para ser receptada. Decir que no es cierto, que Trapasso se haya ido de la ciudad por temor a la reacción de la gente. Sino que se puso prófugo de la justicia, y que al contrario de lo dicho, ni su familia sabía dónde estaba y que hubo que librar orden de captura para detenerlo, es solo presentar una interpretación posible del indicio.
Y pretender sostener eso, diciendo que de ordinario quien no ha cometido un delito no huye, y, ante el peligro busca seguridad en la policía o en la justicia, no es otra cosa que proponer una visión distinta de un hecho, pero no demostrar ningún sinsentido en el razonamiento expresado por el magistrado sobre la fuga, quien dejó claro el convencimiento, de que los hechos agresivos ocurridos contra Trapasso y el clima social de enardecimiento, le infundieron miedo que lo llevó a alejarse del lugar en el que se sentía inseguro. 
Otra vez la explicación alternativa, satisfactoria a la interpretación que pretende el recurrente. Es decir, otra vez la anfibología que no puede ser salvada, ni siquiera en una valoración conjunta de los indicios, que se reclama. Y no puede hacerse la valoración pedida, porque cómo bien se puso de relieve en la sentencia, no ha quedado demostrado el nexo causal entre la supuesta conducta del Trapasso con el acontecimiento delictuoso, y eso principalmente, porque no se advierte una hipótesis criminal circunstanciada a la cual referir la prueba.
“En razón de que el valor probatorio del indicio es más experimental que lógico, sólo el unívoco podrá producir certeza, en tanto que el anfibológico tornará meramente verosímil o probable el hecho indicado. La sentencia condenatoria podrá ser fundada sólo en aquel, el otro permitirá, a lo sumo, basar en él un auto de procesamiento o la elevación de la causa a juicio, ya que no es posible obtener certeza partiendo de una premisa sólo probable” (Ob. cit., pág. 314), “Por lo tanto, la influencia de unos indicios sobre otros, debe eliminar la posibilidad de duda según las reglas de la sana crítica racional. Si tal influencia no se verifica, la simple suma de indicios anfibológicos, por muchos que estos sean, no podrá dar sustento a una conclusión cierta sobre los hechos que de aquellos se pretende inferir” (Ob. cit., pág. 324).
A la luz de lo antedicho, las sospechas, conjeturas e indicios presentados por el recurrente, lejos quedan de acreditar la autoría del delito endilgado en cabeza del inculpado, por no generar la certeza que una sentencia condenatoria, requiere para su validez.

3) También, el agravio que resta considerar, no puede tener acogida. Es decir, que la Cámara haya aplicado una figura penal distinta y menos gravosa a la imputada María Luisa Zalazar, cuando se probó debidamente que la imputada fue autora del delito por el que la acusó la Agente Fiscal, y que sostuvo también Fiscalía de Cámara (abandono de persona agravado por el vínculo, arts. 106 y 107 del código penal); pues el fundamento del tribunal luce satisfactorio, razonado y valorado dentro de los cánones que impone la sana crítica.
Claramente, la Cámara no consideró que la acusada Zalazar, madre de la niña víctima, haya actuado con el dolo que exigen las figuras invocadas por la acusación (arts. 106 y 107 del código penal).
Consideró no demostrada la existencia de intencionalidad en la acusada, es decir, un conocimiento acabado de la acción de abandonar, desamparar o desproteger, que conducirá ineludiblemente, a la muerte de la víctima; sino más bien se inclinó por reprochar descuido negligente, que no rebasa los límites de la culpa en el accionar de la madre.
Se dijo, que no se ha podido obtener certeza, en relación al hecho de que la acusada tenía conocimiento sobre el verdadero estado de gravedad en que se encontraba su hija, y que ese desinterés o apatía, que reflejaba como conducta habitual y más precisamente, cuando le tocó atender a su hija en los días previos a su muerte, deban ser considerados como abandono o desamparo, dado que, en ningún momento se ha podido comprobar que ella se representara la posibilidad de que con su conducta estaba poniendo en riesgo la vida de su hija.
Al contrario, se valoró que las pruebas apuntaban más bien, a señalarla como una mujer indolente, insensible, de poca instrucción y con carencia afectiva y emocional.
Ello es compatible con la relativa dificultad de representarse el resultado luctuoso final, a partir de los malestares que la niña comenzaba a manifestar, lo que no fue evidente, ni siquiera para los médicos, sino hasta avanzado el proceso de sepsis.

Así la Dra. Aguirre, que fue la primera que vio a la niña, llegó a manifestar que el cuadro no le cerraba, con lo que se manifiesta la falta de evidencia en la gravedad. También el testimonio del Dr. Rudi es relevante en cuanto dio cuenta de que una persona normal con ver los granos no puede saber el peligro de muerte. 
Al quedar en entredicho, la evidencia de la gravedad padecida por la menor, no podemos aventurarnos a calificar de dolosa la actitud de una persona, que si bien era la madre de la niña, no sólo no tenía conocimientos médicos, sino que aparece como una persona rudimentaria de entendimiento poco esclarecido. 

En razón de lo dicho, el recurso de casación del Fiscal de Cámara deberá rechazarse, porque la sentencia se encuentra suficientemente fundada, en el material probatorio producido, y no evidencia absurdidad ni arbitrariedad, en los razonamientos discurridos en sus fundamentos.

Por ello, VOTO a las cuestiones SEGUNDA y TERCERA, por la NEGATIVA. 
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA  CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Sin costas por no corresponder. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

A LA SEXTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que a fs. 1138/1141, el Fiscal de Cámara N° 2, de la Segunda Circunscripción Judicial, Dr. Rubén Ángel Alonso, interpuso recurso de Queja en contra del auto interlocutorio N° 157/2011, de fecha 25/10/2011, que denegó el recurso extraordinario de inconstitucionalidad, dirigido contra la sentencia integrada por el veredicto N° QUINCE, dictado el 08/08/2011, cuya pieza obra a fs. 1041/1042 vta., y los fundamentos del mismo dados en fecha 17/08/2011, obrantes a fs. 1046/1068, por medio del cual en lo esencial, la Cámara había resuelto: 
a) Absolver de culpa y cargo a Roberto Alfredo Trapasso como autor del delito de “abuso sexual con acceso carnal agravado por resultar la muerte de la víctima (arts. 119 primer y tercer párrafo y 124 del código penal.

b) Declarar a María Luisa Zalazar autora penalmente responsable del delito de homicidio culposo (arts. 84 y 45 del código penal) y, en consecuencia, condenarla a sufrir la pena de tres años de prisión; pena que quedó purgada por el tiempo que llevaba la condenada en prisión preventiva.

2) Que tal como puede verse a foja 1158 y vta., el Superior Tribunal abrió la Queja y puso los autos en la oficina por diez días, para que el recurrente exprese agravios, los que fueron presentados, según constancia del sistema Iurix en fecha 03/04/2014, mediante actuación N° 2867117 (Expte. N° 70486/9).
3) Que corrido el traslado de ley, este no fue contestado, por lo que se dio por perdido el derecho dejado de usar, tal como puede verse a foja1172.

4) Que corrida vista al Procurador General, este se pronunció en fecha 04/04/2017, mediante actuación N° 7004938, dictamen en el que dijo que “Atento la vista ordenada a fs. 1.172, y conforme la legislación vigente, corresponde que se dicte “sentencia única”.- Ratifico en todos sus términos lo dictaminado a fs. 1127/1132 vta., y como consecuencia de dicha ratificación, solicito y se imponga a Roberto Trapasso, el máximo de la pena para el delito que se le imputa.- En opinión de la Procuración General de la Provincia, al ser procedente el Recurso de Casación en todas sus partes, entiendo que los demás recursos intentados se tornan en abstracto(s)”.-
5) De la lectura del escrito recursivo se observa, que el único agravio presentado en la inconstitucionalidad, versa sobre la requerida nulidad del debate oral, por no haber participado en él, la Defensora de menores.
Como ya se ha tratado en casación, con un alcance amplio el agravio mencionado, y se ha dado respuesta en sentido contrario a la pretendida por el recurrente, corresponde remitir a los fundamentos dados en el considerando 1) de las cuestiones segunda y tercera del recurso de casación, que fueron tratadas conjuntamente, y en virtud de ello rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad provincial.
En consecuencia, VOTO a la SEXTA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.

A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que en atención a lo votado en la cuestión anterior, corresponde: Rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad planteado, y en consecuencia confirmar la sentencia puesta en crisis. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEPTIMA CUESTIÓN.

A LA OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Sin costas por no corresponder. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diecisiete de mayo de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de Casación interpuesto, por el Sr. Fiscal de Cámara.-

II) Sin costas por no corresponder.-

III) Rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad provincial planteado, y en consecuencia confirmar la sentencia puesta en crisis.

IV) Sin costas por no corresponder.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y JAVIER SOLANO AYALA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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